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Concepto 5247

Bogotá, D.C., 9 de noviembre de 2011
Señores

MAGISTRADOS DE LA CORTE CONSTITUCIONAL

E. S. D.

REF.: 
Demanda de inconstitucionalidad contra algunas expresiones de los artículos 47, 48 y 49 de la Ley 1474 de 2011, “Por  la cual se dictan normas orientadas a fortalecer los mecanismos de prevención, investigación y sanción de actos de corrupción y la efectvidad del control de la gestión pública”.


Actor: Javier Andrés Alfonso Martínez.


Magistrado Ponente: Mauricio González Cuervo.


Expediente D-8692.


Concepto 5247
De conformidad con lo dispuesto en los artículos 242, numeral 2º, y 278, numeral 5º, de la Constitución Política, rindo concepto sobre la demanda instaurada por el ciudadano JAVIER ANDRÉS ALFONSO MARTÍNEZ, quien en ejercicio de la acción pública consagrada en los artículos 40, numeral 6º, y 242, numeral 1º, de la Carta, solicita a la Corte que se declare la inconstitucionalidad de las expresiones “y autos de archivo”,  “el quejoso podrá solicitar la revocatoria del auto de archivo”, “los autos de archivo y el fallo absolutorio” contenidas en los artículos 47, 48 y 49 de la Ley 1474 de 2011, la cual se transcribe enseguida con lo demandado en negritas.
LEY 1474 DE 2011
(julio 12)

Diario Oficial No. 48.128 de 12 de julio de 2011

CONGRESO DE LA REPÚBLICA

Por la cual se dictan normas orientadas a fortalecer los mecanismos de prevención, investigación y sanción de actos de corrupción y la efectividad del control de la gestión pública.

(…)
ARTÍCULO 47. PROCEDENCIA DE LA REVOCATORIA DIRECTA. El artículo 122 de la Ley 734 quedará así: 

Los fallos sancionatorios y autos de archivo podrán ser revocados de oficio o a petición del sancionado, por el Procurador General de la Nación o por quien los profirió. El quejoso podrá solicitar la revocatoria del auto de archivo. 

PARÁGRAFO 1o. Cuando se trate de faltas disciplinarias que constituyen violaciones al Derecho Internacional de los Derechos Humanos y del Derecho Internacional Humanitario, procede la revocatoria del fallo absolutorio y del archivo de la actuación por parte del Procurador General de la Nación, de oficio o a petición del quejoso que tenga la calidad de víctima o perjudicado. 

PARÁGRAFO 2o. El plazo para proceder a la revocatoria será de tres (3) meses calendario. 

ARTÍCULO 48. COMPETENCIA. El artículo 123 de la Ley 734 de 2002 quedará así: 

Los fallos sancionatorios y autos de archivo podrán ser revocados por el funcionario que los hubiere proferido o por su superior funcional. 

PARÁGRAFO. El Procurador General de la Nación podrá revocar de oficio los fallos sancionatorios, los autos de archivo y el fallo absolutorio, en este último evento cuando se trate de faltas disciplinarias que constituyen violaciones del Derecho Internacional de los Derechos Humanos y del Derecho Internacional Humanitario, expedidos por cualquier funcionario de la Procuraduría o autoridad disciplinaria, o asumir directamente el conocimiento de la petición de revocatoria, cuando lo considere necesario, caso en el cual proferirá la decisión correspondiente. 

ARTÍCULO 49. CAUSAL DE REVOCACIÓN DE LAS DECISIONES DISCIPLINARIAS. El artículo 124 de la Ley 734 de 2002 quedará así: 

En los casos referidos por las disposiciones anteriores, los fallos sancionatorios, los autos de archivo y el fallo absolutorio son revocables sólo cuando infrinjan manifiestamente las normas constitucionales, legales o reglamentarias en que deban fundarse. Igualmente cuando con ellos se vulneren o amenacen manifiestamente los derechos fundamentales. 

1. Planteamiento de la demanda.  

El actor considera que las expresiones demandadas vulneran los artículos 29 y 228 Superiores, por cuanto desconocen los principios de cosa juzgada y de seguridad jurídica, en la medida en que un servidor público, luego de haber sido sometido a una rigurosa investigación disciplinaria, que culmina con una decisión absolutoria o de archivo, puede ver su proceso reabierto, al revocarse dicha decisión. Agrega que esta revocatoria vulnera el derecho a un debido proceso, pues el operador disciplinario, en cualquier momento, por su mera voluntad o por la petición de un tercero, puede decidir cambiar su decisión de manera subjetiva, en desmedro de la cosa juzgada de la cual goza la decisión revocada.

2. Problema jurídico.

Corresponde determinar si las expresiones demandadas de los artículos 47, 48 y 49 de la Ley 1474 de 2011, al regular la revocatoria directa de los autos de archivo y de los fallos absolutorios en procesos disciplinarios, vulneran los principios de cosa juzgada y de seguridad jurídica, y el derecho al debido proceso. 

3. Análisis jurídico.
Es menester advertir que las expresiones demandadas, a pesar de referirse a autos y a fallos, lo que haría pensar que se trata de providencias judiciales, en realidad se refiere a decisiones disciplinarias, que se enmarcan dentro de los parámetros del derecho administrativo. 

En el derecho administrativo, la institución de la revocatoria directa no es extraña. Por el contrario, la revocatoria procede en ciertos eventos previstos por la ley, en los cuales es posible revisar el acto administrativo, tanto de oficio como a petición de parte, pues es necesario verificar la existencia de posibles irregularidades en su expedición. La institución de la revocatoria directa preserva la posibilidad de corregir irregularidades cometidas en la actuación administrativa y, al hacerlo, garantizar tanto el imperio del derecho como los derechos fundamentales de los involucrados en la misma.

El Código Disciplinario Único, contenido en la Ley 734 de 2002, en sus artículos 122 a 127, regula el procedimiento a seguir para la revocatoria directa de actos administrativos producidos en el transcurso de la actuación disciplinaria. La revocatoria procede contra actos sancionatorios, absolutorios y de archivo. El actor centra su inconformidad en la revocatoria de los actos absolutorios y de archivo.
Conviene advertir que la revocatoria directa no es un medio general para controvertir de fondo los actos administrativos disciplinarios, sino un mecanismo idóneo para verificar la existencia de posibles irregularidades en su expedición, sin que para ello sea necesario acudir a la jurisdicción de lo contencioso administrativo. 

Antes de que se expidiera la Ley 1474 de 2011, al estudiar la revocatoria directa de los actos absolutorios, proferidos en casos de violaciones al derecho internacional de los derechos humanos y al derecho internacional humanitario, en la Sentencia C-014 de 2004, la Corte encontró que esta institución no va en contra de la Constitución Política. En estas materias, la Ley 1474 de 2011 se limita a recoger lo dicho por la Corte. 

La Ley 1474 del 2011, en los artículos 47, 48 y 49, modifica lo dispuesto en los artículos 122, 123 y 124 de la Ley 734 de 2002, para agregar a la posibilidad de revocar los actos absolutorios, la de revocar los actos, que se califica literalmente como autos, de archivo. 

El acto de archivo pone fin a la actuación disciplinaria en cualquiera de sus etapas, por configurarse alguna de las causales previstas en el artículo 73 de la Ley 734 de 2002, a saber: que el hecho no existió, que la conducta no está descrita en la ley como falta disciplinaria, que el procesado no la cometió, que existe una causal de exclusión de responsabilidad o que la actuación no podía iniciarse o proseguirse.

En la Sentencia C-014 de 2004, a la que se alude atrás, la Corte consideró que la institución de la revocatoria directa de actos sancionatorios genera una tensión entre dos principios constitucionales: el principio de seguridad jurídica y el principio de justicia material. El principio de seguridad jurídica, que está relacionado con el principio de cosa juzgada y con el principio de non bis in ídem, llevaría a sostener que el acto absolutorio debe mantenerse en el tiempo, como un mecanismo de promoción de los derechos del disciplinado y de la convivencia pacífica. El principio de la justicia material, que está relacionado con el principio de vigencia de un orden justo y, por tanto, con el deber del Estado de promover este orden y con el deber de investigar y sancionar las infracciones a los deberes funcionales imputables a sus servidores, llevaría a sostener que un acto absolutorio expedido de manera irregular, no puede convertirse en una garantía de impunidad. A este razonamiento, podría agregarse, al apreciar el segundo principio en tensión, lo correspondiente a los derechos de los afectados o víctimas de dichas infracciones. Para resolver la tensión, la Corte comienza por advertir que ninguno de los principios son absolutos, 
El primero, porque la imposibilidad absoluta de remover del mundo jurídico un fallo disciplinario, conduciría en muchos supuestos al sacrificio de la justicia material. Piénsese, por ejemplo, en la imposibilidad de revocar un fallo sancionatorio que se sabe, a buen seguro, fue proferido con manifiesto desconocimiento de la Constitución. Y el segundo, porque en aras de la promoción de un orden justo, a la administración no le está dado desconocer el efecto vinculante de sus propios fallos disciplinarios pues ello desconocería el principio de ejecutoriedad de los actos administrativos y vulneraría el principio de seguridad jurídica. Piénsese, en este caso, en la incertidumbre generada por la revocatoria generalizada de los fallos disciplinarios.

Al ponderar los principios en tensión, la Corte determinó que los actos absolutorios sí pueden revocarse. En el caso sub examine, el legislador, al hacer una ponderación semejante, dispuso que los actos de archivo también pueden revocarse. Ante esta situación, el actor aduce que tanto los actos absolutorios como los de archivo deben ser inamovibles, al asumir el principio de seguridad jurídica como un principio absoluto. 

Ante el discurso del actor, conviene recordar que el principio de seguridad jurídica no es absoluto. Por no serlo, es posible que en algunos eventos determinados, dentro de unos términos precisos y por unas autoridades competentes, tanto los actos absolutorios como los de archivo pueden ser revocados. Los artículos que contienen las expresiones demandadas son claros al respecto, como pasa a verse. 

En efecto, el artículo 49 de la Ley 1474 de 2011 prevé que dichos actos sólo son revocables cuando: (i) “infrinjan manifiestamente las normas constitucionales, legales o reglamentarias en que deban fundarse”; o (ii) “con ellos se vulneren o amenacen manifiestamente los derechos fundamentales”. La revocatoria directa no es una institución caprichosa, que dependa de la mera subjetividad de la autoridad competente, pues para que sea procedente se requiere que la infracción del ordenamiento jurídico o la vulneración o amenaza de los derechos fundamentales, sean manifiestas. El artículo 47 ibidem, establece que el término previsto para la revocatoria es de tres (3) meses calendario. Los artículos 47 y 48 ibid., otorgan competencia al Procurador General de la Nación para revocar los actos absolutorios y de archivo, y al operador disciplinario que hubiere proferido el acto de archivo o a su superior funcional, para revocar dicho acto.
En este contexto, aparece con claridad que la revocatoria directa no es una nueva instancia, en la cual se debata los elementos de juicio que dieron lugar al archivo de las diligencias, sino una oportunidad legal para verificar si el acto que ordena este archivo, así como el acto absolutorio, se dictaron infringiendo manifiestamente las normas constitucionales, legales o reglamentarias en que deban fundarse, o cuando se dictaron vulnerando o amenazando, también manifiestamente, los derechos fundamentales.
Respecto de los actos absolutorios, el asunto ya quedó dilucidado en la Sentencia C-014 de 2004. Respecto de los actos de archivo, que de todas maneras no tienen el mismo valor que un acto absolutorio, se debe poner de presente que el acto debe proferirse siempre con arreglo al ordenamiento jurídico. Por ello, si el acto infringe de manera manifiesta las normas en las cuales debe fundarse, ni la autoridad que lo profiere ni la persona que se beneficia de él, pueden asumir que este acto contrahecho, pueda, y mucho menos deba, ser inamovible. Lo mismo ocurre cuando el acto vulnera o amenaza derechos fundamentales. La circunstancia de que un acto así pueda ser revocado, no implica desconocer el principio de seguridad jurídica, pues en un Estado Democrático de Derecho ninguna persona puede afincar su seguridad en un acto irregular, mucho menos cuando ello implica desconocer el principio constitucional de justicia material. 
4. Conclusión.
En mérito de lo expuesto, el Ministerio Público solicita a la Corte que declare EXEQUIBLES las expresiones: “y autos de archivo”, “el quejoso podrá solicitar la revocatoria del auto de archivo” y “los autos de archivo y el fallo absolutorio”, contenidas en los artículos 47, 48 y 49 de la Ley 1474 de 2011, por los aspectos aquí analizados.
Señores Magistrados,

ALEJANDRO ORDOÑEZ MALDONADO
Procurador General de la Nación 
LJMO/AespinosaB
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